La regeneración de la Universidad Pública

El art. 23.2 de la Constitución española dice:

(Los ciudadanos) tienen derecho a acceder en condiciones de igualdad a las funciones y cargos públicos, con los requisitos que señalen las Leyes.

Desde la ingenuidad del joven estudiante hasta la desilusión y la desesperanza del adulto que ha podido comprobar la manera en que funcionan las cosas en un espacio tan “ilustrado” como la Universidad, tan sólo existe la participación en un proceso selectivo como el que yo he sufrido.
Si alguien piensa que la Universidad española es el refugio de la razón y la ética, del buen hacer y de la transparencia, quedará decepcionado cuando acabe de escuchar los hechos que voy a relatar.
La gestión de las pruebas selectivas en determinados ámbitos suele ser una verdadera encerrona que se basa en ofrecer una imagen de honestidad intelectual cuando en realidad toda decisión está tomada de antemano. Y esa decisión parece consensuada por los distintos actores que influyen y forman parte de los tribunales.
Pero vayamos  poco a poco, veamos primero un caso particular (mi caso), para reflexionar más adelante, en lo que parece es un elemento común y frecuente en el acontecer diario de la administración universitaria.
En marzo de 2006 se me ocurrió participar en un proceso selectivo de personal laboral para cubrir 9 plazas de técnico especialista de biblioteca. 
Sólo empezar, y para mi sorpresa, descubrí que no existía ningún temario de referencia, sin embargo, busqué mis propias fuentes y me presenté. El proceso selectivo constaba de una prueba, con una parte tipo test y otra de preguntas cortas, y posteriormente una entrevista. El día del examen, el tribunal informó que para aprobar era necesaria una nota de 6 sobre 10 (a eso le llaman aprobado de calidad, sin embargo, no se hacía mención al respecto en las bases de la convocatoria). 
Yo me pregunto: ¿Usan las Universidades y las administraciones en general las convocatorias de personal para recaudar fondos? No es el primer caso que conozco en que el llamado aprobado de calidad se aplica a “posteriori”, a criterio del tribunal, sin haber especificado en las bases de la convocatoria que para superar determinada prueba sea necesaria una nota superior a 5. 
O quizás esta prerrogativa del tribunal le permita poner la nota de corte allá donde más interesa...
 Continuando con mi caso: Tras el examen, yo tenía la certeza de haberlo superado con creces.
Días más tarde apareció la lista con las personas que pasaban a la siguiente prueba. Eran sólo 4 y, curiosamente, todas ellas trabajaban en la Universidad desde hacia un tiempo. Como pueden adivinar yo no me encontraba entre ellas. No conforme con lo ocurrido, solicité de inmediato, una revisión del examen, con la esperanza de que subsanaran el error antes del día de la entrevista y diera tiempo a que pudieran convocarme a la misma. Pero no me contestaron hasta acabar todo el proceso selectivo.
Una vez finalizado este proceso, se hicieron públicas las notas. Sólo cinco personas habíamos superado la prueba, yo con un 7,5 sobre 10 (la cuarta mejor nota y, con casi absoluta seguridad, corregida a la baja). ¿Por qué, entonces, no me habían convocado a la entrevista? 
No lo sé. He de decir que jamás obtuve una respuesta oficial, aunque extraoficialmente me enteré que el tribunal había decidido subir la nota de corte a 8,5 (incluyendo los méritos) para acceder a la susodicha entrevista, es decir, que habían utilizado un subterfugio “legal” que me dejaba fuera (algo que, como pueden suponer, tampoco constaba en las bases de la convocatoria).
Es importante recordar que en ese proceso selectivo quedaron vacantes 5 plazas. 
Cuando se publicó el acta de resolución de la convocatoria, el tribunal proponía la creación de una lista de espera con las personas que habían obtenido una nota superior al 5,5. Sin embargo, después de las vacaciones de verano, volvieron a convocar las plazas que quedaron desiertas.
Esta vez sí se cubrieron todas las plazas. Eso si, con cinco personas vinculadas laboralmente con la universidad por  contrato o beca. 
El tema da para pensar y sospechar ¿no creen?
Más o menos, en esa fecha, recibí una carta en la que se decía que tenía derecho de acceso a mi examen. 
Pero, ¿Para qué iba a acudir a estas alturas de la película? Ya no tenía sentido. Ya habían pasado los plazos legales para interponer recurso. 

En fin señores, en su momento, intenté buscar el apoyo de los sindicatos, pero no lo conseguí. Algo que parece lógico, ya que ellos son parte de los tribunales de selección. 
 Quizá si éstos abogaran, por los trabajadores en general, por la transparencia y por la igualdad de oportunidades a la hora de acceder al empleo público, y no sólo por los trabajadores de una universidad en particular, no ocurrirían casos como los que venimos a denunciar aquí.
Finalmente busqué asesoramiento legal pero se me informó que en el caso de ganar un recurso de alzada, sólo se me garantizaba llegar a la entrevista, con lo cual me ponía en manos del mismo Tribunal que ya había decidido suspenderme  y, por tanto, desistí.
La palabra que define mejor mi caso es INDEFENSIÓN. La misma que se produce cada vez que se vulneran los derechos de los ciudadanos por parte de cualquier administración.
Mención aparte querría hacer de la prueba de la entrevista. 
El art. 61. 5 del Estatuto Básico del Empleado Público dice: “Para asegurar la objetividad y la racionalidad de los procesos selectivos, las pruebas podrán completarse con la superación de cursos, de periodos de prácticas, con la exposición curricular por los candidatos, con pruebas psicotécnicas o con la realización de entrevistas”.
Bajo mi punto de vista, ninguna de las pruebas  citadas es útil para los fines que la ley expresa, es más, considero que este tipo de pruebas y especialmente la entrevista, suelen utilizarse en contra de las personas a las que no quiere otorgárseles lo que se han ganado con su esfuerzo y sus conocimientos.
Por tanto debería modificarse el artículo en cuestión para adecuar el procedimiento a lo que realmente sería legítimo, esto es, la máxima transparencia.
Permítanme un añadido. Por lo que respecta al personal de administración y servicios de las universidades, y para evitar la degeneración de su actividad y la mediocridad de determinados sectores, en las convocatorias de selección deberían incluirse los temarios de cada especialidad. Por otro lado, tanto las pruebas, como los requisitos establecidos para superarlas deberían ser públicos, y lo más objetivos posible para garantizar los principios de igualdad, mérito y capacidad, a los que se refiere el art. 75 de la Ley 6/2001, de 21 de diciembre, de Univerisdades, modificada por la L.O, 4/2007, 12 Abril. 
No es mi intención hacer de esta ponencia un acto político, pero voy a hacer referencia a los políticos y a la política en general, ya que, sin duda, existe una relación inequívoca entre la Universidad y el ejercicio del poder.

Como sabemos, la Universidad Española goza de Autonomía, en virtud del art. 27,10  de la Constitución Española, y en base a esto, yo me permito hacer un paralelismo con las comunidades autónomas, especialmente en la gestión de los recursos que les son propios.
Voy a dejar al margen las cuestiones sobre planificación académica, docencia e investigación, de las que no puedo opinar porque carezco de un conocimiento profundo para abordarlas, y me voy a centrar en el ámbito de la organización política y la gestión administrativa de la universidad.

Sin duda alguna, la autonomía de las distintas regiones de España ha significado un avance importante dado que la descentralización permite que la gestión sea más cercana al ciudadano.
La  autonomía de la que gozan las universidades para su organización interna, tendría que garantizar esa cercanía administrativa e incluso una mayor eficacia en la gestión de los recursos;  pero, en mi opinión, lo que consigue es ese (si me permiten la expresión) “yo me lo guiso yo me lo como”, es decir, perpetuar la endogamia en todos los sentidos.

Otro gran logro de la autonomía universitaria es que permite, en teoría, desvincular el saber de la acción política. Sin embargo, nada más lejos de la realidad. Efectivamente, la universidad, como el resto de la sociedad, está mediatizada por la política e influida por políticos que, a menudo, forman parte de la misma institución.

Desde mi punto de vista, toda la sociedad, y más concretamente, todas las instituciones están controladas por  los partidos políticos. Rojos y azules, pero también, nacionalistas e independentistas, enfrentan a unos individuos con otros. Asimismo, los lazos familiares también tienen una influencia notable a la hora de decidir quien va a ocupar un puesto determinado. 
Últimamente da la impresión que las únicas formas de acceder a la administración son:
1- Ser del partido
2- Ser el “cuñado” de, o bien
3- Por una necesidad puntual de personal 
Existe una cuarta forma de entrar que consiste en ser un fuera de serie (aunque en este último caso no existe garantía de acceso).
Por tanto, el fenómeno que encontramos en la Universidad no es exclusivo de la misma, sino que tan solo es un reflejo más de lo que podemos encontrar en otras administraciones.   
Si me permiten un dato actual, querría citar a modo de ejemplo, la contratación de personal asesor por parte de la Diputación de Almería. Se trata de personas afiliadas al Partido Socialista que cobran de la Diputación pero que apenas trabajan para ella, según demuestra un documental que pudimos ver hace unos días en televisión. Y este no es un caso único, ni exclusivo de un partido político. 

Algo similar apareció en los periódicos en relación a la Comunidad Balear bajo el Gobierno del Partido Popular con respecto al Consorcio para el Desarrollo Económico de las Islas Baleares (CDEIB).
El análisis de la Universidad  es especialmente significativo y preocupante dado que tiene unas competencias muy específicas, unas dimensiones circunscritas a un territorio muy determinado y una historia que se remonta a la edad media.
Al respecto, y para centrar el debate, quiero incidir, sucintamente, en tres aspectos problemáticos por su especial relevancia.
1- Las élites universitarias
2- Las redes clientelares
3- La poca transparencia en la gestión de recursos
1- Las élites universitarias.

 Las élites universitarias hacen las veces de la jerarquía política que podemos encontrar en cualquier otra administración. De este modo encontramos una “aristocracia” exclusiva que es la que dirige el acontecer de la vida de la institución.

El hecho de que sea una minoría la que tiene, en exclusiva, la capacidad de llegar al poder, hace que las opciones sean limitadas, incluso no es extraño encontrar que el acceso a la cátedra tenga un precio político encubierto o sea una cuestión de sucesión “dinástica”, de padres a hijos.
En mi visión particular de lo que debe ser la universidad y el gobierno de la misma, entiendo que esta élite debe tener un papel primordial, pero mediatizado por procedimientos democráticos que limiten su capacidad de decisión. Más adelante trataré este aspecto.

2- Redes clientelares

Otro aspecto que cabe resaltar, es que, históricamente, para llegar al poder se ha necesitado de un ejército, y en este caso, si bien no puede hablarse de soldados en sentido estricto, si podemos referirnos a personas afines a las que se les dará un trato de favor para premiar su fidelidad.
A este tipo de relación se le suele dar el nombre de red clientelar. 
Una red clientelar es una relación de afinidad que establecen un conjunto de personas en base a un interés común, con el fin de asegurarse un status quo y conseguir la permanencia en el poder de un líder o líderes.
A mi modo de ver, esta forma de actuar corrompe por entero el sistema, ya que, todos los sectores implicados (profesores, PAS, sindicalistas e incluso alumnos) son susceptibles de ser tentados a cambio de su implicación en un “proyecto” que, más allá de cumplir un rol ajustado a lo que debe ser la docencia, el estudio y la investigación, se caracteriza por crear un negocio del que van a vivir los elegidos.
Todo ello hace necesario que las competencias de las universidades se limiten para ajustar lo que son los derechos de los ciudadanos con los propios de la institución. 
3- Poca transparencia en la gestión de recursos.

Es importante hacer notar que la gestión de los recursos propios no goza de la agilidad ni de la publicidad que deberían ser habituales en un espacio reducido y de gran capacidad intelectual por el tipo de personal a su servicio (teóricamente altamente cualificado).
La autonomía para gestionar los recursos humanos permite crear tantas políticas de personal como universidades, lo que puede llegar a crear grandes diferencias entre ellas.

Los becarios de colaboración, a modo de ejemplo, varían en número dependiendo de cada universidad. Son mano de obra barata,  sin prácticamente derechos laborales, que los rectores manejan como propaganda, ya que incrementar el número de estas becas es una medida
popular entre los estudiantes, cuando en realidad lo que  aumenta es un infraempleo que, desde luego, no beneficia a la calidad de los servicios prestados.
En cuanto a la gestión de los recursos económicos, creo que también son cuestionables muchos de los gastos de la universidad. Como por ejemplo los ordenadores portátiles que la Universidad de Sevilla prácticamente ha regalado a los alumnos de nuevo ingreso en este curso.
¿Ustedes saben en qué se gasta la universidad los presupuestos millonarios que recibe? Debo confesar que yo tampoco.
 En otro orden de cosas, se han planteado lo que Internet permite hoy día? Me refiero a lo que se denomina e-learning o aprendizaje electrónico. Esta herramienta se utiliza actualmente en educación continua o permanente.  Pero yo creo que es el futuro de la educación superior: estudiantes en sus casas ante sus ordenadores siguiendo una clase magistral por videoconferencia.  

Y si las clases presenciales pasan a la historia.¿A qué dedicaremos el patrimonio material y humano que nuestras universidades han ido acumulando durante siglos?
Quizás no estemos demasiado interesados en conocer su prepuesto de forma detallada, pero sí deberíamos poder conocer los grandes apartados de gastos. 
A continuación, me gustaría hablarles desde el punto de vista de un ciudadano de a pie, sobre lo que entiendo debería ser la Universidad española, para que esta institución funcione de forma óptima, especialmente en lo que se refiere al acceso al empleo público.
Por ello yo propongo:
La regeneración de la Universidad Pública

La Real Academia de la Lengua Española define el verbo regenerar como "dar nuevo ser a algo que degeneró, restablecerlo o mejorarlo".


Creo que todos los que hemos acudido aquí, a comunicar los casos de agravio que hemos sufrido por parte de las Universidades estaremos de acuerdo en que es necesario un cambio substancial en el funcionamiento de éstas. Y el cambio que yo propongo está fundamentado sobre lo que se ha dado en llamar Regeneración democrática.
Mi propuesta se basa en los siguientes puntos:
1) Limitar las competencias de la universidad.

2) Exigir la máxima transparencia en la gestión administrativa.

3) Modificar el sistema de elección del Rector.

4) Implementar un sistema de democracia participativa en la que intervengan todos los miembros de la comunidad universitaria (en los casos que se determine).

1) Limitar las competencias de las universidades.

La propuesta que quiero formular consiste en reagrupar todas las universidades públicas españolas en una única universidad. O si lo prefieren, supeditar todas las universidades españolas a un gobierno central de ámbito universitario.
De modo similar a la propia concepción del Estado español, entiendo que debería existir un órgano superior que dicte y dirija las líneas generales de gobierno de las diferentes universidades españolas.
Este órgano de Gobierno universitario estaría formado por catedráticos elegidos por sufragio universal mediante listas abiertas en función de las diferentes ramas del saber. Por tanto, hablaríamos de un órgano técnico superior e independiente que asumiría las funciones que actualmente corresponden al Consejo de Universidades. 
Si la universidad la pagamos todos los españoles con nuestros impuestos, tenemos derecho a elegir a las personas que entendamos mejor preparadas para dirigir los centros de enseñanza superior, del mismo modo que elegimos a nuestros representantes en los diferentes gobiernos (local, central, autonómico y europeo)
Entiendo que debe tratarse de un órgano independiente, por un lado, para que no esté sometido a presiones por parte de las distintas universidades ni de los representantes políticos y de este modo poder garantizar una verdadera autonomía, y por otro, para conseguir una acción coordinada entre las diferentes universidades en un plano de igualdad.
Asimismo es importante que los órganos de selección de personal dependan del gobierno central universitario y que se constituya una única administración que permita la movilidad del personal entre las diferentes universidades.
A su vez, este Gobierno central universitario, sería el interlocutor directo con la Administración del Estado, con las Comunidades Autonómas y con el resto de las Universidad europeas, de modo que su decisión vinculara a todos las universidades, con  excepción de las cuestiones que requirieran una consulta  o referéndum. 
Cada universidad mantendría su autonomía sólo limitada en ciertos aspectos con el fin de evitar los defectos endémicos de la misma (endogamia, redes clientelares, corporativismo, etc.) y serían los encargados de relacionarse con los entes de ámbito local de su territorio.
En definitiva estamos hablando de alejar los procesos selectivos y de promoción del personal, sacarlos de las actuales universidades para que sea un órgano central ajeno a éstas, e independiente, el encargado de realizar tales tareas.
No se si coincidirán ustedes conmigo, pero mi percepción de la realidad me dice que hay ciertas gestiones que se hacen con mayor eficacia desde la cercanía, pero otras, como la selección y promoción de personal, generalmente caen en la falta total de transparencia cuanto más pequeña es la administración.
2) Exigir la máxima transparencia en la gestión administrativa.

Empieza a ser demasiado habitual que los ciudadanos a los que se les han vulnerado sus derechos deban demostrarlo a través de procedimientos largos y costosos que habitualmente acaban de un modo u otro en el olvido.
De este modo habría que dotarse de mecanismos de inspección que combatan el corporativismo, la ineficacia administrativa, financiera y académica. Incluso, quizá deberíamos empezar a plantearnos que la responsabilidad de quienes se ven envueltos en determinadas decisiones tenga un precio laboral real, con sus incentivos por los aciertos y sus penalizaciones por sus errores.
Con los actuales medios de información, resulta sencillo facilitar a todo el mundo el acceso a las decisiones que toman los órganos de gobierno y la propia administración.
Internet es un medio cómodo y eficaz de transmitir esa información y por tanto si no se está utilizando suficientemente es por falta de voluntad.

Que quede claro que no es mi intención juzgar a toda la comunidad universitaria, por lo que es atribuible a una parte de la misma, pero si es cierto que son pocos aquellos que son capaces de denunciar aquello de lo que son conocedores.
Otros, sabiendo lo que a menudo ocurre, suelen mirar hacia otro lado por temor o, simplemente, para no complicarse la existencia.
3) Modificar el sistema de elección del Rector. 

En el sistema que yo concibo, las universidades deberían dar cabida a cualquier profesor titular a la hora de acceder al cargo de rector.
Se trataría de ofrecer una mayor alternativa que intentaría eliminar la tendencia a la endogamia.
Por otro lado, entiendo que, si dentro de la sociedad el ciudadano es el centro de la acción de las administraciones públicas, en la Universidad, el alumno es el centro de la actividad de la misma, y por tanto sujeto a derechos y deberes. Sin alumnos no hay actividad docente. 
En tanto que el mayor derecho del ciudadano es el voto, creo del todo necesario que el voto del estudiante tenga el mismo valor que el de los cuerpos docentes.
Del mismo modo habría que tomar en consideración el voto del personal de administración y servicios.
Entendido el sistema de este modo, parecería que tan sólo trasladamos el problema de un plano a otro. Sin embargo el cambio mejora substancialmente la situación actual. 
Es diferente que el Rector de una Universidad sólo pueda ser un catedrático y que exista un número limitado de ellos en un centro determinado dirigido, quizá, por consignas partidistas, a que exista un órgano elegido entre todos los ciudadanos, formado por los mejores especialistas en cada rama del saber.
Además, si externalizamos la selección del personal por un lado, aumentamos la cantidad de personas susceptibles de optar al cargo de rector por otro, y aumentamos el número de votos (o igualamos su peso), lo que conseguimos es disminuir considerablemente la posibilidad de construir redes clientelares, o al menos que esas redes dejen de tener un peso específico determinante.
4) Implementar un sistema de democracia participativa en la que intervengan todos los miembros de la comunidad universitaria (en los casos que se determine).
Para evitar un excesivo poder de los órganos de dirección, mi propuesta incluye la implementación de un sistema de democracia participativa que, en determinados supuestos, seria de obligado cumplimiento y vinculante para la toma de determinadas decisiones. 
La participación de la comunidad universitaria o parte de ella, según a quien afectara la decisión, obligaría a los órganos del gobierno central de la Universidad así como  de las propias universidades de tal modo que su autoridad quedaría limitada por la voluntad de los ciudadanos.
Este nuevo enfoque dentro de la institución conlleva, a mi entender,  dos consecuencias de interés general para toda la sociedad: el hecho de limitar la acción de quien ostenta el poder para determinadas decisiones que afectan (en este caso) al colectivo universitario, y segundo, el hecho mismo de educar en la cultura de la democracia y la participación. 
Profundizar en la participación de los distintos sectores universitarios en aquellos asuntos que son de su incumbencia, ya sea porque les afectan directamente o por su relevancia o trascendencia social, debería conseguir una mayor interiorización en el sentido de que aquello que hacemos nos afecta a todos los que formamos parte de la sociedad. Y por tanto, es importante ser consecuente con la decisión tomada porque ésta será buena o mala para todos.
Evidentemente, los aspectos que he intentado resumir en estas páginas sólo son posibles si existe voluntad política para cambiar la realidad actual de nuestras universidades. A día de hoy, parece difícil que algo así pueda ser objeto de un debate serio, y no es de extrañar, cuando incluso la división de poderes se ve amenazada por el propio funcionamiento de nuestro sistema. No en balde vemos con perplejidad que los miembros del máximo órgano de gobierno de los jueces, el Consejo General del Poder Judicial, es negociado entre los partidos políticos. Muy lejos de lo que esta ponencia pretende para las universidades.
He hablado someramente de algunos de los problemas que afectan, actualmente, a las universidades españolas y he intentado señalar algunas posibles soluciones en base a mi propuesta. 
Estoy firmemente convencido de que es necesario limitar las competencias de las actuales universidades como lo es limitar el ejercicio del poder en cualquier esfera. Asimismo, los ciudadanos debemos exigir una absoluta transparencia en la gestión de los recursos que pagamos  con nuestros impuestos.
Quizá mi planteamiento sea de difícil aplicación, sin embargo algunos de los aspectos que he citado más arriba podrían incorporarse sin demasiados problemas.
En concreto, modificar la elección del cargo de Rector, igualando el peso del voto de toda la comunidad uiversitaria y sobre todo la implementación de mecanismos de control, así como   introducir la capacidad de participar a los propios agentes de la comunidad en las decisiones especialmente trascendentes. 
Decía Cayo Salustio, (52 a.C.):"Son pocos los que quieren la libertad. La mayoría sólo quiere tener un amo justo" .

Sin embargo yo pienso que un mayor impulso democrático conseguirá un mejor funcionamiento de la institución, y ya no dependeremos de que el amo sea justo o injusto.
Buenas tardes
